
Tercero.—Finalmente, hay que destacar que la Ley 1/1984, 
de 9 de enero, ha ordenado que se añada a la Ley 48/1977, de 
15 de octubre, un nuevo articulo en el que se establece que las 
acciones para el reconocimiento de los derechos reconocidos 
en la Ley de Amnistía serán imprescriptibles, aunque los efec­
tos económicos de los derechos reconocidos estarán sujetos a las 
distintas normas de prescripción del ordenamiento jurídico.

La citada Ley contiene, además, una disposición adicional 
en la que se establece que los interesados podrán solicitar la 
aplicación de la Ley de Amnistía, incluso cuando haya habido 
resolución judicial que declare la inadmisión del proceso por 
prescripción de la acción.

Todo ello pone de manifiesto que la recurrente tiene abierta 
todavía la posibilidad de defensa de su derecho, si éste exis­
tiere.

FALLO:

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional 
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:
Denegar el amparo solicitado por doña Ana María Martín 

García.
Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».
Dada en Madrid a 24 de febrero de 1984.—Jerónimo Aroza- 

mena Sierra.—Francisco Rubio Llorente.—Luis Díez Picazo.— 
Francisco Tomás y Valiente —Antonio Truyol Serra.—Francisco 
Pera Verdaguer —Firmados y rubricados.

6116 Sala Primera. Recurso de amparo número 239/1983. 
Sentencia número 28/1984, de 28 de febrero.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por 
don Manuel García-Pelayo y Alonso, Presidente, don Angel La- 
torre Segura, don Manuel Díez de Velasco Vallejo, doña Gloria 
Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel 
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 239/1983, formulado por el 
Procurador don José Manuel Dorremochea Aramburu, posterior­
mente sustituido por el Procurador don Ignacio Aguilar Fer­
nández, en representación de don Jesús Muruzábal Arlegui, don 
Emilio Cigudosa Mazo, don José María Esparza Echeverría, don 
José Joaquín Saguredo Sagredo y don Manuel Esquisabel Mi­
randa, bajo la dirección del Letrado don Pablo García Tellechea 
contra los acuerdos de la Mesa del Parlamento Foral de Na­
varra de 5 de febrero y 14 de marzo de 1983, por los que se 
acordó su cese como Parlamentarios Forales de Navarra. En el 
proceso ha comparecido el Parlamento Foral de Navarra, repre­
sentado por el Procurador don José Manuel Dorremochea Aram­
buru, bajo la dirección del Letrado don Manuel P. Quecedo, el 
Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal, y ha sido ponente 
el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer Morant, quien expresa 
el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

Primero.—En 12 de abril de 1983 el Procurador de los Tribu­
nales don José Manuel de Dorremochea Aramburu, en nombre 
y representación de don Jesús Muruzábal Arlegui, don Emilio 
Cigudosa Mazo, don José María Esparza Echevarría, don Joaquín 
Sagredo Sagredo y don Manuel Esquisabel Miranda, formula 
recurso de amparo contra los acuerdos de la Mesa del Parla­
mento Foral de Navarra de 5 de febrero y 14 de marzo de 1983, 
por los que se acordó su cese como Parlamentarios Forales de 
Navarra, con la súplica de que se declare su nulidad y se re­
conozca su derecho a continuar en el cargo de Parlamentario 
Foral o su restablecimiento en tal situación, con el devengo de 
las cantidades dejadas de percibir por su destitución con efectos 
de 5 de febrero de 1983 en que se acordó su cese.

Segundo.—La demanda se basa en los hechos siguientes:

a) Los demandantes fueron elegidos miembros del Parla­
mento Foral en las elecciones celebradas en 1979 por las listas 
que entonces presentó Unión de Centro Democrático, en la que 
los señores Cigudosa Mazo y Esparza Echevarría figuraban con 
la cualidad de independientes.

b) En fecha que no precisan, todos los solicitantes del am­
paro —según se afirma también en la demanda— presentaron 
su petición de cese en tal partido.

c) En virtud de lo preceptuado en el artículo 11.7 de la 
Ley de Elecciones Locales, el Presidente accidental de Unión 
de Centro Democrático solicitó el cese de los actores en su ca­
lidad de Parlamentarios Forales.

d) En 5 de febrero de 1983 la Mesa Interina del Parlamento 
Foral resolvió acordar su cese, en aplicación de lo dispuesto en 
el artículo 11.7 de la Ley de Elecciones Locales, por haber de­
jado de pertenecer al partido político que los presentó.

e) Los recurrentes en amparo solicitaron por escrito la rec­
tificación del anterior acuerdo.

f) En 14 de marzo de 1983 la Mesa del Parlamento decidió no 
admitir a trámite el escrito anterior.

g) Interpuesto recurso contencioso-administrativo, la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Pamplona, por auto de 28 de marzo de 1983, se declaró incom-
petente para conocer de la cuestión planteada, señalando que 
la competencia para resolverla corresponde al Tribunal Consti- 

tucionaL

Tercero.—La demanda se fundamenta en el razonamiento si­
guiente:

a) El recurso de amparo se tramita con arreglo a lo dis­
puesto en los artículos 2.° y 42 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional (LOTC) por tratarse de una decisión sin valor 
de Ley emanada de un órgano de la Comunidad cual es el Par­
lamento Foral, a partir de la entrada en vigor de la Ley Or­
gánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral 
de Navarra (LORAFNA), de lo de agosto de 1982.

b) El cese de los actores vulnera, a su juicio, el articulo 23 
de la Constitución, ya que supone el desconocimiento o negación 
de su derecho a ocupar un cargo público para el que fueron 
elegidos en las elecciones celebradas en 1979. Este acuerdo se 
adopta después de la entrada en vigor de la Ley de 10 de agosto 
de 1982, cuya disposición transitoria 5, número 3, establece que 
«la organización y funcionamiento del actual Parlamento Foral 
se ajustará a lo establecido en el vigente Reglamento hasta que 
sea modificado en cumplimiento de lo previsto en la presente 
Ley Orgánica»; el Reglamento de la Cámara, que entró en vi­
gor el 22 de abril de 1982, regula en su articulo 25 las causas 
por las que se pierde la condición de Parlamentario Foral, nin­
guna de las cuales se refiere al supuesto de haber dejado de 
pertenecer al partido político en el que anteriormente se mili­
taba; por otra parte, la disposición transitoria primera de la 
LORAFNA señala en su apartado d) que «en todo aquello que 
no esté previsto en la presente disposición transitoria se estará 
a lo dispuesto en la legislación reguladora de la elección de los 
miembros del Congreso de los Diputados de las Cortes Gene­
rales...», legislación que tampoco establece como causa de cese 
la de haber dejado de pertenecer al partido político que pre­
sentó al parlamentario.

c) La violación del artículo 23 de la Constitución se funda­
menta también en la indebida aplicación del artículo 11.7 de 
la Ley de Elecciones Locales de 17 de julio de 1978. Inaplicable 
al Parlamento Foral; articulo que, a mayor abundamiento, ha 
sido declarado inconstitucional por el Tribunal en sentencia 
de 4 de febrero de 1982, la cual procede aplicar en virtud del 
principio de unidad de doctrina.

Cuarto.—Por providencia de 27 de abril de 1983, la Sección 
acordó admitir a trámite la demanda y requerir atentamente al 
Parlamento Foral y a la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Territorial de Pamplona para que remitiesen las 
actuaciones, interesando además el emplazamiento de quienes 
fueron parte en los citados procedimientos para que en el plazo 
de diez días pudiesen comparecer en el proceso constitucional.

Quinto.—En 6 de junio de 1983 el Parlamento Foral, repre­
sentado por el Procurador don José Manuel Dorremochea Aram­
buru, solicita se le tenga por comparecido y por ofrecida la co­
laboración de la Cámara a los efectos del 88.1 de la LOTC. Y por 
escrito de 15 de junio de 1983 comparece el Abogado del Estado 
solicitando se le tenga por personado.

Sexto.—Por providencias de 15 y 22 de junio de 1983, una vez 
recibidas las actuaciones, la Sección acordó dar vista de las mis­
mas a los demandantes, al Parlamento Foral, al Abogado del 
Estado y al Ministerio Fiscal, por plazo común de veinte días, 
para alegaciones.

Séptimo.—Por escrito de 29 de Junio de 1983, la representación 
de los actores formula escrito de alegaciones en el que, sus- 
tancialmente, reitera los contenidos de la demanda.

Octavo.—El Ministerio Fiscal entiende que procede estimar el 
recurso de amparo y, en consecuencia, declarar la nulidad del 
acuerdo impugnado y el derecho de los recurrentes a ser res­
tablecidos en toda su integridad en el cargo de miembros de 
tal Parlamento. Esta conclusión se apoya en la tesis de que, 
cualquiera que sea la legislación aplicable, en ningún caso pue­
den ser cesados los parlamentarios por dejar de pertenecer al 
partido político que los propuso y al que pertenecieron. En 
efecto, si la legislación pertinente es la de elecciones locales, 
teniendo en cuenta que las elecciones se convocaron por De­
creto 121/1979, de 26 de enero, cuya disposición adicional decla­
raba que las mismas quedaban reguladas por tal legislación, se­
rla de aplicación al caso la doctrina sentada por diversas sen­
tencias de este Tribunal a partir de la de 4 de febrero de 1983, 
en relación al artículo 11.7 de la Ley de Elecciones Locales; y si 
es aplicable la correspondiente a las elecciones legislativas, que 
expone, resulta que no existe disposición alguna que establezca 
el cese de los parlamentarios por causar baja en el partido que 
presentó su candidatura.



Noveno.—El Abogado del Estado considera, asimismo, que 
debe otorgarse el amparo solicitado; si bien con la precisión 
de que el recurso de amparo se sitúa, en el tiempo, en un pe­
ríodo cerrado con las elecciones del mes de mayo de 1983, por 
lo que la sentencia favorable no puede reponerlos en sus car- 
gos, al haber quedado extinguida su duración, a lo que añade 
que el Tribunal ha declarado que no es misión del mismo decidir 
sobre pretensiones de indemnización, aun cuando en este caso 
tal vía serla la única por la que los recurrentes podrían quedar 
realmente amparados. En su escrito el Abogado del Estado se 
refiere al Decreto de 26 de enero de 1979, que estableció normas 
para las elecciones del Parlamento Foral, y, en virtud de las 
razones que expone, considera que el artículo 11.7 de la Ley de 
Elecciones Locales no es aplicable al supuesto planteado; en 
todo caso, aunque lo fuera, estima que tras las sentencias dic­
tadas por este Tribunal en 14 y 21 de febrero de 1982, no cabe 
ninguna duda de que no es válido amparar en el artículo 11.7 
de la Ley de Elecciones Locales una decisión de cese de re­
presentantes directamente elegidos por el electorado, fundada 
en haber causado baja en el partido en cuyas listas concurrieron.

Décimo.—El Parlamento Foral no ha formulado alegación al­
guna en el plazo otorgado al efecto.

Undécimo.—En 25 de noviembre de 1983 el Procurador don 
José Manuel de Dorremochea Aramburu presenta escrito en el 
que manifiesta que, debido a un error material, ha comparecido 
en el recurso en nombre de los recurrentes y del recurrido, por 
lo que renuncia a la representación de los primeros y solicita 
se le tenga por renunciado y se requiera a los actores para que 
designen otro Procurador. En 6 de diciembre de 1983 el Procu­
rador don Ignacio Aguilar Fernández comparece en nombre de 
los recurrentes, en virtud de escritura de sustitución de poder. 
Por Providencia de 14 de diciembre de 1983 se acuerda tener por 
recibidos los escritos anteriores y dar traslado de los mismos per­
sonalmente a los actores y al Parlamento Foral de Navarra, al 
Ministerio Fiscal y al Abogado del Estado, para que en el plazo 
común de cinco dias manifiesten lo que estimen procedente.

El Ministerio Fiscal entiende que procede tener por renuncia­
do al señor Dorremochea a la representación de los recurrentes 
y por designado al segundo en dicha representación, sin que, 
en ningún caso, deba retrotraerse el procedimiento. El Abogado 
del Estado, por su parte, entiende que procede la sustitución de 
conformidad con lo dispuesto en el articulo 9.1 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. Tanto el Parlamento Foral como los recu­
rrentes no han formulado escrito alguno en el plazo otorgado 
al efecto.

Duodécimo.—Por providencia de 25 de enero de 1984 se tiene 
por renunciado al Procurador señor Dorremochea, y por perso­
nado y parte en representación de los actores al Procurador don 
Ignacio Aguilar Fernández.

Decimotercero.—Del examen de las actuaciones resulta que 
el acuerdo de la Mesa del Parlamento de Navarra de 3 de fe­
brero de 1983, aquí impugnado, dice así: '

•

«En relación con los escritos presentados por 
don Antonio Sánchez Boado, en su condición de 
Presidente accidental de "Unión de Centro Demo­
crático" de Navarra, en los que solicita que, en 
aplicación de lo dispuesto en el articulo 11.7 de 
la Ley de Elecciones Locales, se declare el cese de 
los parlamentarios señores Sagredo, Esquisabel, 
Muruzábal, Cigudosa y Esparza, por haber causado 
baja en el referido partido político.
SE ACUERDA:

Declarar, en aplicación a lo dispuesto en el ar­
tículo 11.7 de la Ley de Elecciones Locales el cese 
de los Parlamentarios señores Sagredo, Esquisabel, 
Muruzábal, Cigudosa y Esparza, por haber dejado 
de pertenecer al partido político que les presentó 
a las correspondientes elecciones locales.»

Por otra parte, el contenido del otro acuerdo impugnado de 
la Mesa del Parlamento de Navarra de 14 de marzo de 1983 es 
del siguiente tenor literal:

«No admitir a trámite el escrito presentado por 
los señores Muruzábal, Cigudosa, Esparza, Sagre- 
do y Esquisabel, sobre su cese como parlamenta­
rios forales.»

Decimocuarto.—La providencia de 15 de febrero de 1984 se­
ñaló para deliberación y fallo el dia 22 de febrero siguiente. En 
tal día se deliberó y votó.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.—La cuestión que plantea el presente recurso es la 
de determinar si los acuerdos impugnados violan el artículo 23.2 
de la Constitución. Este precepto dice así en sus dos apartados:

«1. Los ciudadanos tienen el derecho a parti­
cipar en los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes, libremente elegidos en 
elecciones periódicas por sufragio universal.

2. Asimismo tienen derecho a acceder en condi­
ciones de igualdad a las funciones y cargos pú­
blicos con los requisitos que señalen las leyes.»

Este precepto ha sido ya interpretado por diversas senten­
cias del Tribunal, desde la número 5/1983, de 4 de febrero, en 
la cual se partía de una interpretación sistemática de la Cons­
titución y de la intima conexión entre los dos apartados del 
precepto, y se sentaba la doctrina de que el derecho al acceder 
a los cargos públicos comprende también el de permanecer en 
los mismos en condiciones de igualdad «con los requisitos que 
señalan las leyes»; derecho fundamental que será susceptible de 
amparo en la medida en que las leyes establezcan una causa 
de remoción que viole un derecho fundamental diferente, dentro 
de los comprendidos en el ámbito del recurso de amparo, o que 
no se ajuste a las condiciones de igualdad que preceptúa el 
propio articulo 23.2. Doctrina que fue complementada por la 
posterior sentencia 10/1983, de 21 de febrero, en el sentido de 
precisar, en virtud de las consideraciones que allí se efectúan, 
que el derecho fundamental del artículo 23.2 implica el de no 
ser removidos de los cargos o funciones públicos a los que se 
accedió si no es por causas y de acuerdo con procedimientos le­
galmente establecidos.

La aplicación de la anterior doctrina conduce a la necesidad 
de examinar, en primer lugar, si el cese de los recurrentes se 
ha producido en virtud de una causa legalmente establecida; y 
en segundo término, únicamente para el supuesto de que la res­
puesta sea afirmativa, habrá que pasar al examen de tal causa 
legal y, caso de que se encuentre establecida en una ley precons­
titucional como la de Elecciones Locales, a precisar si tal regu­
lación ha quedado o no derogada por la Constitución.

Segundo.—La determinación de si el cese de los recurrentes 
se ha producido en virtud de una causa prevista legal mente 
obliga a determinar cuál era la legalidad aplicable, a los solos 
efectos de la resolución del recurso, en la fecha en que se pro­
dujeron los actos impugnados, si la Ley de Elecciones Locales 
de 17 de julio de 1978 o la LORAFNA y disposiciones a que 
remite.

A tal efecto debemos partir del Real Decreto de 26 de ene­
ro de 1979, de normas sobre elecciones locales y ordenación de las 
instituciones representativas de Navarra, que se dicta de con­
formidad con la Diputación Foral, en cuya exposición de mo­
tivos se expresa que el Gobierno y la Diputación estiman que 
su contenido constituye un «amejoramiento» del régimen foral 
de Navarra en su aspecto institucional. En su parte dispositiva 
se constituye el Parlamento Foral —sobre la base de los De­
cretos-leyes 1 y 2 de 1978—, que se compone de setenta miem­
bros elegidos a través de las merindades históricas con arreglo 
a criterios de representación proporcional en la forma que pre­
cisa (artículos 1 y 2), estableciendo la disposición final 1.ª 1, que 
en todo lo no previsto en este Real Decreto sobre elecciones y 
miembros del Parlamento Foral se aplicarán las normas de las 
elecciones locales.

Con posterioridad, la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, 
de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Na­
varra (LORAFNA) viene a reformar y modernizar el Régimen 
Foral —como señala su preámbulo—, teniendo en cuenta lo dis­
puesto en la disposición adicional primera, párrafo primero, de 
la Constitución, siguiendo el proceso de reintegración y amejo­
ramiento reflejado en el Decreto anterior. En esta Ley el Parla­
mento o Cortes de Navarra queda configurado como una Insti­
tución Foral (art. 10), que representa el pueblo navarro, ejerce 
la potestad legislativa, aprueba los Presupuestos y las Cuentas 
de Navarra, impulsa y controla la acción de la Diputación Fo­
ral y desempeña las demás funciones que le atribuye el ordena­
miento jurídico. En conexión con lo anterior, la disposición trans- 
sitoria primera preceptúa que hasta tanto no entre en vigor la 
Ley Foral a que se refiere el articulo 15 —reguladora de la elec­
ción entre otros aspectos—, y en todo lo que no esté previsto 
en la misma disposición respecto de la elección del Parlamento 
de Navarra, se estará a lo dispuesto en la legislación regulado­
ra de la elección de los miembros del Congreso de los Diputados 
de las Cortes Generales; y la disposición transitoria quinta 
establece, en su número 1, que el actual Parlamento Foral 
asumirá las facultades y competencias que se le reconocen en 
la propia Ley Orgánica (con excepción de la exigencia de res­
ponsabilidad política a la Diputación de que trata el articu­
lo 35) y, en su número 3, que «la organización y funciona­
miento del actual Parlamento Foral se ajustará a lo establecido 
en su vigente Reglamento hasta que éste sea modificado en 
cumplimiento de lo previsto en la presente Ley Orgánica», si 
bien «serán de inmediata aplicación los preceptos de la misma 
relativos a la organización y funcionamiento del Parlamento Fo­
ral que no precisen del ulterior desarrollo en el Reglamento de 
la Cámara».

El examen de la normativa expuesta nos conduce a la afirma­
ción de que el cese de los parlamentarios, en el tiempo en que 
se produce el acto impugnado —acuerdo de 5 de febrero de 
1983— ha de regirse por la LORAFNA y disposiciones aplica­
bles en virtud de la misma, teniendo en cuenta las razones si­
guientes:

a) En primer lugar, el Real Decreto de 26 de enero de 1979 
corresponde a una fase inicial del amejoramiento que culmina 
en la LORAFNA.

b) Esta Ley configura al Parlamento Foral como un verda­
dero órgano legislativo de la Comunidad Foral, que no puede 
equipararse —dada su función— con otras instituciones sustan-



cialmente distintas como las comprendidas en la Administración 
Local.

c) La propia Ley viene a considerar al Parlamento entonces 
existente como Parlamento Foral que asume —en lo sustancial— 
las competencias y facultades que se reconocen en la misma, y 
atribuye a los «actuales» parlamentarios forales el Estatuto de 
los que posteriormente serán elegidos, según se deduce de la 
disposición transitoria quinta, número 2, interpretada a «con­
trario sensu».

En definitiva, después de la LORAFNA, parece claro que los 
problemas que se planteen y que puedan ser propios de la nor­
mativa electoral habrán de regirse por la legislación reguladora 
de la elección del Congreso de los Diputados de las Cortes Ge­
nerales, en virtud de lo dispuesto en la disposición transitoria 
primera, apartado d), de la LORAFNA, y los que se refieran a or­
ganización y procedimiento, por su vigente reglamento, en virtud 
de la remisión contenida en la disposición transitoria quinta, 
número 3, de la propia LORAFNA.

La cuestión que aqui se plantea —cese de los Parlamentarios 
forales— se regula tanto en el Reglamento del Congreso de los 
Diputados (titulo I: Del Estatuto de los Diputados) como en el 
Reglamento Provisional del Parlamento Foral de Navarra de 30 
de marzo de 1962 (título II: De los parlamentarios forales), en 
los títulos que regulan el Estatuto de sus miembros, distinto 
de los que se refieren a la constitución, organización y funcio­
namiento de la Cámara correspondiente. Por ello entendemos 
que debe operar, en el caso planteado, la remisión que establece 
la disposición transitoria primera, apartado d), de la LORAFNA, 
dado que el cese no se encuadra en la organización y funcio­
namiento del Parlamento Foral al que se refiere la disposición 
transitoria quinta.

Ahora bien, es lo cierto que ni en el articulo 22 del Regla­
mento del Congreso de los Diputados —que es la norma que 
en el momento actual regula su cese— ni en el Reglamento 
Provisional del Parlamento Foral aludido —cuyo articulo 25 re­
gula el cese de los parlamentarios forales— se establece causa 
alguna de cese como la prevista en el artículo 11.7 de la Ley 
de Elecciones Locales, dado que uno y otro precepto —sustan­
cialmente coincidentes— establecen como causas de pérdida de 
la condición de Diputado o parlamentario, respectivamente, la 
decisión  judicial firme que anule la elección o proclamación, 
el fallecimiento o incapacitación, la extinción del mandato al 
expirar su plazo o disolverse la Cámara, y la renuncia.

Tercero.—Siendo esto así, debemos llegar a la conclusión de 
que los actores han sido cesados en su condición de parlamen­
tarios forales en virtud de una causa no prevista en la norma­
tiva aplicable en el momento en que se produce su cese, por 
lo que los acuerdos impugnados vulneran el derecho funda­
mental previsto en el articulo 23.2 de la Constitución, que, 
de acuerdo con la doctrina de este Tribunal expuesta en el 
fundamento jurídico primero, comprende el derecho de no ser 
removido de un cargo público si no es en virtud de una causa 
legal.

Por otra parte, no siendo de aplicación al caso planteado 
—dada la fecha de los acuerdos impugnados— el artículo 11.7 
de la Ley de Elecciones Locales, es innecesario determinar si el 
mismo se opone o no a la Constitución en cuanto prevé el cese 
en al cargo cuando el candidato electo deje de pertenecer al 
partido que lo presentó, dado que el supuesto de baja volun­
taria en el partido no ha sido directamente examinado por este 
Tribunal en anteriores sentencias, las cuales se referian a casos 
de expulsión del partido.

Cuarto.—La conclusión anterior nos conduce a la estimación 
del recurso de amparo. Debemos ahora precisar cuál debe ser 
el contenido del fallo y. en concreto, los pronunciamientos que 
debe contener de entre aquellos que enumera el artículo 55.1 
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, teniendo en 
cuenta que. según señala el Abogado del Estado, en el año 1983 
se celebró la elección del Parlamento Foral, elección prevista 
en la disposición transitoria primera, número 1, apartado a), 
de la LORAFNA. que estableció para ello el período compren­
dido entre el 1 de febrero y el 31 de mayo de 1983.

Pues bien, el mencionado articulo 55.1 de la LOTC establece 
que la sentencia que otorgue el amparo contendrá alguno o 
algunos de los pronunciamientos siguientes: a) Declaración de 
nulidad de la decisión, acto o resolución que hayan impedido 
el pleno ejercicio de los derechos o libertades protegidos, con 
determinación, en su caso, de la extensión de sus efectos, 
b) Reconocimiento del derecho o libertad pública, de confor­
midad con su contenido constitucionalmente declarado, c) Res­
tablecimiento del recurrente en la integridad de su derecho c 
libertad con la adopción de las medidas apropiadas, en su caso, 
para su conservación.

En cuanto a la nulidad de los actos impugnados, no cabe 
duda de que procede declararla, si bien no podemos extender 
el efecto de la declaración a condenar al Parlamento Foral 
—como se pretende— a que abone a los actores las cantidades 
dejadas de percibir, dado que el derecho fundamental se cir­
cunscribe al derecho al cargo y a permanecer en el mismo, 
pero no comprende el derecho al percibo de las cantidades que 
puedan estar previstas en las leyes o normas aplicables.

Respecto al reconocimiento del derecho, procede efectuarlo, 
si bien sólo hasta el momento en que procedía el cese por 
existir una causa legal, como es la extinción del mandato por 
expiración del plazo o disolución de las Cámaras.

En cuanto al restablecimiento del derecho, es claro que no 
puede llevarse a cabo al haberse producido la extinción del 
mandato de los parlamentarios elegidos en 1979.

FALLO:

En virtud de lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR 
LA AUTORIDAD QUE LE CONCEDE LA CONSTITUCION 
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

Primero —Estimar en parte el recurso de amparo y a tal 
efecto:

a) Declarar la nulidad de los acuerdos de la Mesa del Par­
lamento Foral de Navarra de 5 de febrero y 14 de marzo de 1983, 
por los que se acordó el cese de los actores como parlamentarios 
forales.

b) Reconocer el derecho que tenían los solicitantes del am­
paro a desempeñar el cargo de parlamentarios forales desde 
su cese hasta que se produjo la extinción del mandato.

Segundo.—Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 28 de febrero de 1984.—Manuel García-Pelayo y 
Alonso.—Angel Latorre Segura.—Manuel Díez de Velasco Va- 
llejo.—Gloria Begué Cantón.—Rafael Gómez-Ferrer Morant — 
Angel Escudero del Corral.—Firmados y rubricados.

6117 CORRECCION de errores en el texto de las senten­
cias del Tribunal Constitucional publicadas en el 
suplemento al «Boletín Oficial del Estado» núme­
ro 42, de fecha 18 de febrero de 1984.

Advertidos errores en el texto de las sentencias del Tribunal 
Constitucional publicadas en el suplemento al «Boletín Oficial 
del Estado- número 42, de fecha 18 de febrero de 1984, se trans­
criben a continuación las oportunas rectificaciones:

En la página 2, primera columna, párrafo penúltimo, penúl­
tima línea, donde dice: «antojuridicidad», debe decir: «antijuri- 
cidad». En la segunda columna, párrafo séptimo, línea siete, 
donde dice: «al fresco», debe decir: «en fresco».

En la página 4, primera columna, párrafo primero, línea 27, 
donde dice: «catorce treinta horas», debe decir: «catorce horas 
treinta minutos», y en la línea 40, donde dice: «siete cincuenta 
y cinco horas», debe decir: «siete horas cincuenta y cinco 
minutos».

En la página 6, primera columna, párrafo quinto, línea ocho, 
donde dice: «o codemandados», debe decir: «o de codemandados».

En la página 7, segunda columna, párrafo último, línea ocho, 
donde dice: «indefensión», debe decir: «defensión».

En la página 8, segunda columna, último párrafo, y en la 
página 9, primera columna, todos los apartados de la a) a la h), 
ambos inclusive, deben ir en punto y seguido.

En la página 9. primera columna, penúltimo párrafo, sexta 
línea, y en los párrafos 2, 3 y 6 de la página 10, primera 
columna, se repite la palabra «Repélega», y debe decir: «Repé- 
laga». En la misma página 10, primera columna, segundo párra­
fo, línea tres, donde dice: «10.6647», debe decir: «10.647».

En la página 12, segunda columna, párrafo cuarto, línea dos, 
donde dice: «de los mismos», debe decir: «del mismo».

En la página 19, segunda columna, último párrafo, linea dos, 
donde dice: «artículo número 1», debe decir: «artículo 24.1».

En la página 21, segunda columna, párrafo último, línea 
seis empezando por abajo, donde dice: «previstos en el», debe 
decir: «previstos en los».

En la página 23, primera columna, párrafo quinto, línea 
seis, donde dice: «el alto dictado», debe decir: «el auto dictado».

En la página 24, primera columna, párrafo tercero, línea 
nueve, donde dice: «"Boletín Oficial del Estado’’», debe decir: 
«"Boletines Oficiales del Estado’’».

En la página 25, primera columna, párrafo segundo, línea 
seis, donde dice: «Orden», debe decir: «Orden ministerial». Igual­
mente ocurre en el párrafo quinto, línea penúltima: en la se­
gunda columna, párrafo séptimo, linea 11, y en la página 26, 
segunda columna, párrafo primero, linea cinco.

En la página 26, segunda columna, párrafo quinto, línea 
primera, donde dice: «respecto a la», debe decir: «respecta a la».

En la página 30, primera columna, párrafo segundo, línea


